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Introducción 

¿Cuál	es	el	significado	de	las	inmensas	y	sostenidas	movilizaciones	que	se	pro-
dujeron	en	Colombia	a	partir	del	21	de	noviembre	de	2019	y	hasta	febrero	de	
2020?	¿Qué	nos	informan	sobre	el	estado	actual	del	régimen	político	y	el	pro-

yecto	democrático	en	este	país?	Para	una	adecuada	interpretación	de	estas	movi-
lizaciones,	se	argumentará	en	este	artículo	tres	elementos	necesarios	a	tomar	en	
cuenta.	En	primer	lugar,	analizar	el	contexto	en	el	cual	estas	se	produjeron	y	los	
modos	en	que	siguieron	su	cauce.	En	segundo	lugar,	es	importante	establecer	las	
relaciones	entre	este	contexto	y	el	marco	general	del	desarrollo	histórico	del	sis-
tema	político	colombiano,	al	menos	en	una	mediana	duración.	Finalmente,	hacer	
un	análisis	de	las	movilizaciones	en	sí	mismas,	los	actores	que	la	convocaron	y	los	
que	participaron,	así	como	los	desarrollos	que	estas	tuvieron	a	partir	del	Paro	Na-
cional	del	21	de	noviembre	de	2019.	Esto	es,	analizar	sus	dimensiones,	impactos,	
las	demandas	que	se	visibilizaron	y	las	perspectivas	que	abren	para	el	futuro	de	la	
democracia	colombiana.

En	función	de	lo	anterior	se	expondrá	inicialmente	lo	que	entendemos	por	este	
tipo	de	régimen	político	y	las	particularidades	de	su	expresión	actual	e	histórica	en	
la	sociedad	colombiana.	En	segundo	lugar,	se	describirá	el	marco	dentro	del	cual	
se	producen	estas	movilizaciones,	esto	es,	el	desarrollo	del	régimen	político	co-
lombiano	y	la	evolución	de	la	coyuntura	actual	de	fuerte	debilitamiento	del	gobier-
no	de	Iván	Duque	(2018-2022),	y	de	incremento	de	las	movilizaciones	sociales.	En	
tercer	lugar,	se	analizará	brevemente	el	proceso	de	movilizaciones	que	se	desarro-

La democracia colombiana en tiempos 
de movilización social
¿Manifestaciones de una crisis orgánica?
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llaron	en	Colombia	a	partir	del	21	de	noviembre	de	2019,	que	han	marcado,	sin	
lugar	a	duda,	un	hito	en	la	trayectoria	de	las	protestas	sociales	en	Colombia	y	pue-
den	dar	luces	para	pensar	las	luchas	por	el	poder	en	el	futuro	próximo,	con	miras	
al	fortalecimiento	del	proyecto	democrático	en	Colombia.

En	el	análisis	propuesto	defenderemos	tres	hipótesis	complementarias	que	bus-
can	servir	de	base	para	comprender	el	significado	del	“21N”	y	su	evolución	pos-
terior.	En	primer	lugar,	el	sistema	político	colombiano,	considerado	por	las	élites	
como	la	democracia	más	estable	y	antigua	de	América	Latina,	que	podría	deno-
minarse	“autoritarismo	con	soporte	electoral”	(con	altas	dosis	de	violencia,	fraude,	
clientelismo	y	corrupción),	viene	sufriendo	un	progresivo	proceso	de	erosión.	Este	
sistema,	que	desde	finales	de	los	años	80	fue	catalogado	como	el	“sistema	político	
del	clientelismo”	(Leal	y	Dávila,	1990),	encuentra	cada	vez	más	dificultades	para	
sostenerse,	con	lo	que	la	volatilidad	electoral	y	la	incertidumbre	de	las	élites	regio-
nales	primero,	y	luego	nacionales,	es	cada	vez	mayor,	abriendo	las	posibilidades	
para	la	emergencia	y	consolidación	de	nuevas	fuerzas	políticas	o	para	la	constitu-
ción	de	nuevas	articulaciones	entre	actores	políticos	alternativos	y	sectores	socia-
les	subalternos.	En	segundo	lugar,	los	procesos	de	movilización	social	vienen	en	
una escala ascendente, resultado del fortalecimiento de algunos sectores sociales, 
como	el	movimiento	estudiantil,	campesino	y,	 la	reconfiguración	del	movimien-
to	sindical,	particularmente	de	docentes.	En	tercer	lugar,	la	cada	vez	más	evidente	
pérdida	de	legitimidad	del	gobierno	de	Iván	Duque,	debido	a	sus	flagrantes	menti-
ras	de	campaña	a	lo	largo	de	su	gobierno,	y	el	de	no	impulsar	reformas	laborales	y	
pensionales,	así	como	la	creciente	violencia	contra	líderes	sociales	y	los	cada	vez	
más	alarmantes	escándalos	de	corrupción,1 completan el cuadro estructural como 
coyuntural,	que	enmarcan	esta	creciente	ola	de	movilizaciones	y	las	transforma-
ciones	del	sistema	político.	Así,	estas	movilizaciones,	pueden	ser	leídas	como	una	
manifestación	más	(una	fuerte	y	esperanzadora),	de	la	crisis	orgánica	del	“sistema	
político	del	clientelismo”	y	del	“autoritarismo	con	elecciones”.

La democracia en la Colombia contemporánea2    
¿Qué democracia?

Como	mencionamos	arriba,	regularmente	se	ha	hablado	de	la	democracia	co-
lombiana	como	una	de	las	más	estables	de	América	Latina	(Murillo	y	Osorio,	2007;	
Blanco,	2008,	2013;	Vargas,	2015;	Hernández	y	Echeverri,	2018).3 Esta idea ha 
sido	con	frecuencia	usada	por	las	élites	políticas	del	país,	que	han	afirmado	en	dis-

1.	 A	las	acusaciones	de	compra	de	votos	para	su	campaña,	se	ha	sumado	la	deslegitimación	de	un	go-
bierno	que	ha	mostrado	claras	señales	de	ineficiencia,	improvisación	y	torpeza.

2.	 Por	democracia	contemporánea	entendemos	aquella	que	comienza	a	edificarse	a	finales	de	los	años	
80	con	los	procesos	de	descentralización	política	y	administrativa,	con	la	elección	popular	de	alcal-
des	a	partir	de	1988	y,	principalmente	a	partir	de	la	Constitución	de	1991.

3.	 En	este	honroso	reconocimiento,	habría	compartido	lugar	con	Costa	Rica	y	Venezuela,	al	menos	si	se	
tiene	en	cuenta	la	segunda	mitad	del	siglo	XX.	
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tintos	momentos	de	la	historia,	que	esta	es	“tal	vez...”	“...la	más	sólida	y	estable”	de	
América	Latina.	En	un	editorial	del	influyente	diario	El Tiempo,	de	Bogotá,	el	4	de	
octubre	de	1992,	por	ejemplo;	a	un	poco	más	de	un	año	de	aprobarse	la	Constitu-
ción	de	1991,	en	el	que	se	comentaban	los	ires	y	venires	entre	democracia	y	dicta-
dura	en	el	continente	se	afirmaba	que:	

En	nuestro	muy	amado	hemisferio,	las	modas	van	y	vienen.	Sobre	todo	en	política.	Se	
pasa	de	una	ola	de	dictadores	a	etapas	de	refulgentes	y	admirables	democracias.	Pro-
ducimos	increíbles	tiranos,	pero	a	la	par	surgen	hombres	públicos	de	categoría	civil,	
con	perfiles	extraordinarios,	dignos	de	compararse	con	los	mejores	estadistas	mun-
diales.	Colombia posee tal vez la democracia más sólida y estable de América. Los 
colombianos somos ajenos al sabor dictatorial, pero no podemos cantar victoria total 
en	este	variable	estilo,	que	va,	como	los	péndulos	de	los	famosos	relojes,	de	un	lado	
para	otro.	El	temperamento	latino,	con	ribetes	de	trópico,	imprime	a	los	pueblos	ame-
ricanos	la	condición	que	mencionamos.	Y	como	consecuencia,	a	sus	sistemas	de	go-
bierno	(El Tiempo,	4/10/1992). 

Esta	lectura	de	la	excepcionalidad	colombiana	(más	allá	de	los	determinismos	
culturales	o	geográficos	que	expresa	el	editorialista),	que	resalta	la	solidez	y	esta-
bilidad	de	la	democracia	en	este	país,	es	uno	de	los	sustentos	míticos	más	impor-
tantes	y	de	uso	recurrente	de	las	élites	(y	algunos	académicos),	para	defender	la	es-
tabilidad	del	régimen	político	colombiano	frente	a	sus	supuestos	enemigos	inter-
nos	y	externos.	Bajo	esta	premisa	es	que	las	élites	colombianas	han	visto	su	obra	
sólida,	pero	también	vulnerable	y	siempre	atacada	por	fuerzas	internas	y	externas.	
Para	estas	élites,	las	amenazas	internas	están	representadas	principalmente,	por	las	
“amenazas	terroristas”,	la	insurgencia	armada,	las	fuerzas	civiles	de	izquierda,	los	
movimientos	sociales	y	populares	y,	en	menor	medida	los	agentes	del	narcotráfico.	
Todas	estas	manifestaciones	de	oposición	y	resistencia,	o	fruto	de	gobiernos	permi-
sivos	o	cooptados	por	las	mafias	en	distintos	momentos,	desde	los	años	80	(como	
el	caso	del	narcotráfico),	 regularmente	son	asumidos	como	la	misma	cosa	en	el	
discurso	público	de	estas	élites.	Las	amenazas	externas	han	sido	representadas	por	
el	“comunismo	internacional”	y,	más	recientemente,	por	el	“castrochavismo”	y	el	
“Foro	de	São	Paulo”	y	su	expansión	latinoamericana	(Blanco,	2008;	Guzmán,	et 
al.,	2017;	Bergquist,	2017;	Ahumada,	2020;	Duque,	2019;	Gamboa,	2019).	Así,	se	
ha	configurado	una	mirada	maniquea	de	la	política	colombiana	en	la	que	los	bue-
nos,	representados	por	la	mayor	parte	de	quienes	ocupan	el	poder	de	Estado	en	
sus	distintas	funciones,	se	enfrentan	a	los	malos:	aquellos	que	disputan	el	control	
del	poder	estatal	y	social	por	vías	extrainstitucionales	y	no	necesariamente	ilega-
les	(Rincón,	2002).	

Ahora	bien,	en	los	estudios	de	caso	y	comparativos	sobre	la	democracia	colom-
biana,	desarrollados	por	investigadores	nacionales	y	extranjeros,	la	excepcionali-
dad	de	la	democracia	colombiana	termina	siendo	más	bien	una	paradoja	(Murillo	
y	Osorio,	2007).	En	esta	se	reconoce	que	las	elecciones	son	el	mecanismo	perma-
nente	y	estable	a	través	del	cual	se	accede	al	poder	de	Estado,	pero	se	resaltan	las	
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profundas	falencias	de	la	democracia	electoral.4	Al	respecto,	Javier	Duque,	uno	de	
los	autores	que	más	ha	estudiado	los	procesos	electorales	en	Colombia	en	las	últi-
mas	décadas,	expone	que,	para	definir	a	la	democracia	colombiana	se	ha	recurri-
do	a	varios	adjetivos	negativos,	en	los	que	se	resalta	el	carácter	incompleto	o	limi-
tado	de	la	misma.	Para	este	autor,	desde	1991,	se	ha	hablado	de	esta	como	una	de-
mocracia	“asaltada, sitiada o asediada; también	como	una	democracia mafiosa”.	
En	los	trabajos	de	la	década	de	los	90,	resalta	el	autor,	la	idea	de	una	democracia	
atacada	por	distintos	enemigos	(internos	y	externos),	es	compartida	por	distintos	
autores	(Duque,	2012).	No	obstante,	en	los	estudios	comparados,	describe	Duque,	
los	académicos	se	han	referido	a	la	democracia	colombiana	como	“un	caso	de	ré-
gimen	semidemocrático,	régimen	ambiguo;	democracia	disfuncional,	democracia	
sin	ley,	democracia	defectuosa	y	democracia	precaria.	Una	democracia	con	adjeti-
vos	negativos	que	en	su	dimensión	electoral	presenta	como	su	principal	atributo	el	
fraude, las urnas contaminadas” (Duque,	2017:	16). Este	mismo	autor	ya	había	lla-
mado	en	un	trabajo	anterior	al	régimen	político	colombiano	como	“subpoliarquía”,	
dados	los	problemas	de	legitimidad	y	legalidad	de	los	procesos	electorales,	la	falta	
de	respeto	y	protección	de	los	derechos	humanos,	civiles	y	políticos	y	la	estructural	
presencia	de	la	violencia,	corrupción	y	el	clientelismo	(Duque,	2012).

En	todas	estas	miradas,	algunas	que	exaltan	la	solidez	de	la	democracia	y	otras	
un	poco	más	críticas,	se	coincide	en	el	reconocimiento	del	carácter	democrático,	
así	sea	limitado	o	disminuido	del	régimen	político	colombiano.	Ahora	¿En	qué	con-
sisten	estas	limitaciones	y	cómo	se	han	desarrollado	a	lo	largo	del	tiempo?	¿Está	
condenada	la	sociedad	colombiana	a	la	reproducción	sin	fin	de	una	estructura	po-
lítica	autoritaria	y	a	una	“democracia	deficitaria”?	Además	de	lo	planteado	por	Ja-
vier	Duque	(2012,	2017,	2019,	2020),	buena	parte	de	los	estudios	que	se	centran	
en el componente procedimental de la democracia; esto es, en los procesos elec-
torales	que	ha	tenido	Colombia	en	las	últimas	tres	décadas	y	las	dificultades	de	la	
oposición	para	actuar	políticamente	en	un	marco	de	justicia	e	igualdad	encuen-
tran	que	el	fraude,	el	clientelismo,	la	violencia	y	la	corrupción	son	marcas	perma-
nentes	de	la	democracia	colombiana.	Dentro	de	este	marco,	si	bien	es	cierto	se	re-
conoce	la	periodicidad	de	los	procesos	electorales,	el	problema	de	la	calidad	de	
estos	ha	sido	puesto	en	evidencia	(Murillo	y	Osorio,	2007;	Guzmán,	et al.,	2017;	
Duque	2012,	2017,	2019,	MOE,	2018).5 Así, es a partir de estas limitaciones a los 

4.	 El	 historiador	 norteamericano	David	 Bushnell,	 estudioso	 de	 la	 política	 colombiana	 del	 siglo	 XIX,	
llegó	a	afirmar	que	en	Colombia,	más	que	haberse	caracterizado	por	la	permanencia	del	recurso	de	
la	guerra	para	lograr	interés	político,	ha	sido	un	país	de	elecciones.	No	obstante,	también	planteó	que	
el	fraude	y	la	violencia,	como	las	características	fundamentales	de	los	procesos	electorales.

5.	 Para	otros	autores,	 la	democracia	colombiana	tiene	dificultades	no	por	sus	diseños	institucionales,	
sino por el comportamiento político de los actores, particularmente los actores ilegales como parami-
litares,	guerrilla	y	narcotraficantes	(Cameron,	2010).	Este	tipo	de	estudios	deja	por	fuera	el	compor-
tamiento	ilegal	de	los	actores	políticos	legales	y	los	modos	en	que	actúan,	a	través	de	alianzas	con	
actores	ilegales,	para	capturar	al	Estado	y	sus	recursos	(Ávila,	2018;	Duque,	2012;	2017).
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procesos	democráticos	que	se	ha	definido	a	esta	democracia	disminuida	o	una	de-
mocracia	deficitaria.	

Desde	esta	perspectiva,	la	literatura	más	reciente	sobre	el	estudio	de	la	demo-
cracia	en	Colombia	mostraría	que,	no	obstante	el	hecho	de	que	la	Constitución	de	
1991	pretendió	abrir	el	escenario	político,	fortalecer	la	participación	ciudadana,	la	
representación	y	la	representatividad,	los	avances	parecieran	ser	pocos,	a	casi	40	
años	de	su	promulgación.	Si	bien	se	reconoce	positivamente	la	inclusión	política	
de	nuevos	y	diversos	actores,	también	se	cuestiona	la	dificultad	para	hacer	el	trán-
sito	entre	lo	formal	y	las	prácticas	sociales,	las	dificultades	para	que	estos	nuevos	
actores	tengan	la	posibilidad	de	desafiar	el	poder	local	y	nacional	de	las	elites	po-
líticas	más	tradicionales	y	de	aquellas	nuevas	articuladas	con	aquellas	(Murillo	y	
Osorio,	2007;	Guzmán,	et al.,	2017).

Precisamente,	para	poder	entender	cómo	es	que	se	ha	limitado	la	democracia	
colombiana,	es	que	defendemos	aquí	la	idea	de	que,	estas	limitaciones,	no	obstan-
te	estar	en	crisis,	han	sido	la	base	de	la	estabilidad	del	régimen.	Ya	en	un	trabajo	
anterior	había	planteado	el	autor	de	estas	líneas,	la	idea	de	que	uno	de	los	proble-
mas	de	la	democracia	colombiana,	el	clientelismo,	lejos	de	ser	una	amenaza	para	
el	régimen	político	colombiano,	era	una	de	las	variables	que	explicaban	su	estabi-
lidad.	Esto	por	cuanto	este	tipo	de	transacción	política,	al	edificarse	sobre	las	desi- 
gualdades	socioeconómicas	y	políticas	y	en	 la	mercantilización	de	 los	procesos	
electorales,	limita	la	autonomía	de	los	sujetos	subalternos	y,	por	tanto,	los	avances	
del	proyecto	democrático	o	la	democracia	como	régimen	(Castoriadis,	2001),	con-
tribuyendo	así	a	la	reproducción	del	dominio	de	las	élites	y	la	desigualdad	política.	
En	este	momento,	puede	argumentarse	que,	además	del	clientelismo,	la	violencia,	
el	narcotráfico,	la	corrupción,	la	exclusión	y	la	desigualdad,	factores	que	Camacho	
(1998)	y	Garay	(2006),	habían	considerado	asociados	de	la	debilidad	de	la	demo-
cracia	colombiana,	están	también	en	la	base	de	la	estabilidad	del	poder	de	las	éli-
tes	políticas	y	económicas	y	en	las	dificultades	para	la	acción	política	libre,	lúcida	
y	autónoma	de	los	ciudadanos,	los	partidos	y	movimientos	políticos	alternativos.

El	colombiano	sería	entonces,	un	régimen	político	en	el	que	el	proyecto	demo-
crático	se	ve	obstaculizado	por	los	recursos	ilegales	o	al	menos	poco	éticos,	de	los	
actores	políticos	dominantes.	En	este,	el	trámite	político-institucional	y	pacífico	de	
los	conflictos,	debido	a	la	violencia	permanente	y	las	distintas	formas	de	exclusión	
y	represión	sobre	los	actores	sociales	subalternos,	se	ve	seriamente	limitado,	dejan-
do	el	recurso	de	la	violencia	y	la	protesta	como	mecanismos	alternativos	para	tra-
mitar	demandas	de	estos	últimos	sectores.	Es	así	como	el	carácter	desigual	de	las	
relaciones	de	poder,	la	captura	del	Estado	por	parte	de	actores	políticos	que	fusio-
nan	en	la	legalidad	e	ilegalidad,	la	inclusión	clientelistas	de	un	amplio	número	de	
ciudadanos	cuya	estabilidad	o	posicionamiento	económico	depende	de	esta	forma	
de	inclusión	y	el	uso	de	la	violencia	permanente	frente	a	las	distintas	formas	de	re-
sistencia	y	oposición,	el	régimen	asegura	su	estabilidad	y	reproducción.	

Para	Castoriadis	(2001),	la	democracia	es	un	régimen	político	en	el	que	la	so-
ciedad,	colectiva	e	individualmente	tiene	la	posibilidad	de	autorregularse	y	donde	
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no	hay	tema	o	problema	que	no	sea	susceptible	de	interpelación.	La	democracia	
es	un	proyecto	de	autonomía	social	y	colectiva	que	tiene,	como	requisito	el	esta-
blecimiento	de	condiciones	de	igualdad,	más	allá	de	condiciones	formales	o	lega-
les, para la participación en la construcción de las distintas formas de regulación 
de	las	relaciones	sociales.	El	régimen	democrático	entonces,	como	proyecto,	bus-
caría	dotar	a	los	individuos	y	a	la	sociedad	en	su	conjunto,	precisamente	de	esas	
condiciones	de	acción	libre	y	autónoma,	en	la	construcción	del	orden	social	en	su	
conjunto.	Esto	supone,	en	primer	lugar,	la	superación	de	la	violencia	y	distintas	for-
mas	de	subordinación	y	exclusión,	como	principio	de	acción	gubernamental.	Las	
limitaciones de acceso al poder, incluidas las económicas, serían un retroceso o 
limitación	en	el	desarrollo	del	proyecto	democrático	y	servirían	más	bien	para	la	
construcción	de	una	oligarquía	liberal	en	la	que,	cuando	se	incumplen	de	hecho	
las	mismas	reglas	de	acceso	al	poder,	como	los	mínimos	democráticos	de	las	doc-
trinas	liberales	(las	reglas	electorales),	conducirían	al	establecimiento	de	regímenes	
autoritarios.	Los	recursos	del	poder	en	Colombia,	como	los	que	se	han	enunciado	
aquí,	servirían	así	para	hablar	de	un	régimen	autoritario	con	elecciones,	más	que	
de	un	régimen	democrático.	No	obstante,	esto	no	significa	que	el	proyecto	demo-
crático	no	tenga	cabida,	solo	que	tiene	que	enfrentar,	precisamente,	las	restriccio-
nes	que	el	autoritarismo,	en	sus	distintas	manifestaciones,	imponen	al	mismo.	La	
democracia,	como	régimen,	se	convierte	así	en	base	de	un	proyecto	contrahege-
mónico	en	el	que	los	actores	sociales	subalternos	deberán	encontrar	formas	de	ar-
ticulación	que,	por	ahora	no	son	tan	claras.

Democracia deficitaria, régimen político estable.     
Una aproximación histórica

¿Cómo	entender	la	constitución	de	estos	factores	en	las	variables	dependientes	
de	la	estabilidad	política	colombiana	y,	cuáles	son	las	posibilidades	de	su	supera-
ción?	En	primer	lugar,	estos	han	sido	recursos	permanentes	de	la	mayor	parte	de	las	
élites	políticas,	nuevas	y	viejas,	para	luchar	por	acceso	al	poder	del	Estado	y/o	para	
mantenerlo.	Con	estos,	el	poder	político	ha	roto	permanentemente	todos	los	límites	
de	la	legalidad	(característica	central	de	los	regímenes	autoritarios)	y,	en	su	articula-
ción,	han	dejado	la	mayor	parte	de	sus	víctimas	entre	los	actores	sociales	subalter-
nos:	población	civil,	líderes	y	lideresas	sociales	y	políticos	de	distinta	orientación	y	
constitución.	De	este	modo,	los	análisis	basados	en	conceptos	como	“calidad	de	la	
democracia”	o	las	perspectivas	centradas	en	el	estudio	de	los	procedimientos	de-
mocráticos,	pueden	describir	las	características	de	una	democracia	de	baja	calidad	
(Murillo	y	Osorio,	2007),	pero	su	comprensión	se	complejiza	más	si	analizamos	las	
raíces	de	esta	baja	calidad	y	lo	que	la	reproduce	y	da	estabilidad.

En	segundo	lugar,	una	vez	definido	el	régimen	político	colombiano	como	un	
tipo de autoritarismo con elecciones periódicas fraudulentas, es necesario ampliar 
la	argumentación	de	esta	definición	para	ver	también	las	posibilidades	de	transitar	
hacia	un	régimen	democrático.	En	tal	sentido,	hay	que	tener	en	cuenta	que,	desde	
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finales	de	los	años	80,	se	habló	del	régimen	político	colombiano	como	uno	en	el	
que	había	alternancia	en	el	poder,	pero	sin	alternativas	(Gilhodes,	1993).	Con	esto	
se	describía	un	escenario	en	el	que,	pese	a	la	regularidad	de	los	procesos	electo-
rales,	las	posibilidades	de	que	fuerzas	alternativas	a	los	partidos	políticos	tradicio-
nales	llegaran	al	poder,	era	bastante	limitada.6 Este régimen político, para otros au-
tores,	se	había	configurado	como	el	“sistema	político	del	clientelismo”	(Leal	y	Dá-
vila,	1990),	pues	este	tipo	de	prácticas	se	había	convertido	en	la	cara	más	visible	
de	las	formas	de	hacer	política	en	Colombia,	particularmente	a	partir	del	estable-
cimiento	del	Frente	Nacional.	Un	pacto	entre	élites	liberales	y	conservadoras	que	
había	conducido	a	que	las	identidades	partidistas	comenzaran	a	resquebrajarse	y	a	
ser	sustituidas	por	vínculos	mucho	más	volátiles	e	inestables,	en	un	mercado	elec-
toral	cada	vez	más	descentralizado	y	desconcentrado.	Este	tipo	de	sistema	político	
clientelar	permitió	varios	procesos	en	los	que	se	van	a	articular,	precisamente,	los	
factores	de	los	que	hemos	hablado.	Dado	el	carácter	cada	vez	más	descentraliza-
do	y	desconcentrado	del	clientelismo	colombiano,	hay	un	creciente	debilitamien-
to	del	poder	ejecutivo	nacional	y	de	líderes	políticos	que	tenían	alcance	nacional.	
En	este	marco,	todo	aquel	que	ha	querido	ser	presidente	en	Colombia,	particular-
mente	desde	los	años	80	y,	con	más	intensidad	a	partir	de	la	Constitución	de	1991,	
ha	tenido	que	negociar	el	respaldo	de	unos	poderes	regionales	y	locales	cada	vez	
más	autónomos,	heterogéneos	y	volátiles.	Los	procesos	de	descentralización	ad-
ministrativa	y	un	poder	autónomo	creciente	para	los	congresistas	(la	mayoría	con	
anclajes	electorales	muy	localizados	en	departamentos	y	municipios	específicos),	
gracias a distintas reformas políticas implicaron para las élites centrales, una cre-
ciente	necesidad	de	recursos	y	estratagemas	cada	vez	más	sofisticada	y	violentas.	

De	manera	más	puntual,	la	elección	popular	de	alcaldes	a	partir	de	1988	y	lue-
go	la	elección	popular	de	gobernadores,	en	medio	de	un	proceso	de	apertura	del	
sistema	político	fortalecido	por	la	Constitución	de	1991,	favorecieron	la	entrada	de	
actores	políticos	excluidos	tradicionalmente	de	la	política	nacional,	regional	y	lo-
cal:	movimientos	indígenas,	afro,	campesinos,	cívicos	entre	otros.7	Pero	también	

6.	 Algunos	autores	han	reconocido	el	peso	de	la	violencia	contra	la	oposición	política	como	limitante	
para	su	constitución	como	verdadera	alternativa	al	poder	de	las	oligarquías	tradicionales	o	nuevas.	
No	obstante,	se	ha	acusado	a	la	izquierda,	particularmente	armada	y	a	aquellos	que	han	cohonestado	
con	esta,	de	la	fragilidad	de	la	izquierda	en	su	conjunto.	Con	diferencias	en	enfoques	y	énfasis,	este	
es	el	caso	de	Pizarro	(1990)	y	Bergquist,	(2017).	Para	el	primero,	la	izquierda	armada	habría	sido	un	
obstáculo	para	la	constitución	de	un	proyecto	político	nacional	popular,	para	el	segundo,	la	fortaleza	
y	longevidad	de	la	izquierda	armada,	era	la	contracara	de	una	izquierda	civil	débil	e	incapaz	de	pro-
ducir	un	proyecto	alternativo	frente	a	las	élites	tradicionales.	Particularmente	el	Partido	Comunista,	es	
acusado	de	ser	incapaz	de	construir	un	proyecto	viable,	capaz	de	desafiar	el	poder	del	liberalismo	y	
el	conservatismo,	tanto	en	el	plano	social,	como	político.	

7.	 Para	un	análisis	de	las	caras	positivas	y	negativas	de	la	apertura	del	sistema	político	colombiano	a	nue-
vos	movimientos	políticos,	movimientos	cívicos	y	nuevos	liderazgos	de	organizaciones	sociales	que	
dieron	el	tránsito	hacia	la	participación	política	electoral	ver:	García	(2002);	Cruz	(2016)	y	Romero	
(2004).	La	violencia	a	finales	de	los	años	80	comienza	a	perder	toda	dimensión.	Para	las	elecciones	
de	1990,	hay	que	recordar,	fueron	asesinados	4	candidatos	presidenciales:	Luis	Carlos	Galán,	Carlos	
Pizarro	Leongómez,	Bernardo	Jaramillo	Ossa	y	Jaime	Pardo	Leal.	El	primero	de	estos	candidatos,	que	
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abrieron	la	posibilidad	para	la	entrada	progresiva	y	masiva	de	actores	vinculados	
con	actividades	ilegales	como	el	narcotráfico,8	el	paramilitarismo	y,	en	menor	me-
dida	con	la	insurgencia	armada.	A	partir	de	este	momento,	las	disputas	por	el	po-
der	del	Estado	en	el	ámbito	regional	son	desarrolladas	con	un	uso	intensivo	de	la	
violencia.	La	disposición	creciente	de	recursos	del	narcotráfico	será	el	combustible	
que	usa	buena	parte	de	los	políticos	colombianos,	para	ganar	poder,	intensificando	
la	violencia	(Gutiérrez,	2015).	De	ahí	que	los	años	90	se	hayan	caracterizado	por	
los	altos	índices	de	asesinatos,	masacres	y	desplazamiento	forzado	de	millones	de	
colombianos	(Echandía,	2001;9	Romero,	2004),	y	por	la	cada	vez	más	evidente	pe-
netración	del	narcotráfico	en	la	política	colombiana	en	todos	los	niveles	territoria-
les	y	en	las	distintas	ramas	del	poder	público	(Garay	y	Salcedo,	2018).10 

Pese a la creciente fragmentación del sistema político, este continuó siendo ma-
yoritariamente	bipartidista	y	fueron	estos	dos	partidos	los	que	inicialmente	sirvie-
ron	de	canal	para	la	incursión	directa	o	indirecta	de	dineros	del	narcotráfico	en	las	
luchas	por	el	poder	del	Estado.	Pero,	la	creciente	fragmentación	del	sistema	políti-
co	y	de	partidos,	llevó	a	que	los	narcotraficantes	y	paramilitares	construyeran	pau-
latinamente	proyectos	autónomos	y	se	articularan	a	la	estructura	clientelar	descen-
tralizada	y	desconcentrada	de	este	sistema	(Blanco,	2013).

De este modo, con una volatilidad creciente de los procesos políticos, un uso 
masivo	de	recursos	del	narcotráfico	y	distintas	formas	de	violencia,	cada	vez	más	
degradadas,	es	que	varios	analistas	hablaron	de	los	años	80	y	90,	como	décadas	de	
crisis	en	el	sistema	político	(Leal	y	Zamosc,	1990;	Leal,	1995;	Medina,	1997;	Mu-
rillo	y	Osorio,	2007).	A	la	crisis	del	sistema	político,	se	sumará	la	generada	por	las	
políticas	neoliberales,	con	sus	privatizaciones,	la	flexibilización	laboral	y	apertura	
de	mercados.	Con	esto	se	afectó	la	estabilidad	laboral	de	millones	de	trabajadores	
cuyos	derechos	se	convierten	en	foco	de	la	presión	de	los	gobiernos	de	César	Ga-
viria	(1990-1994),	Ernesto	Samper	(1994-1998)	y,	Andrés	Pastrana	(1998-2002),	en	
articulación	con	las	élites	económicas.

contaba	con	la	anuencia	y	respaldo	de	las	élites	liberales	y	gozaba	de	reconocimiento	público,	se	
perfilaba	como	el	virtual	ganador.	Los	demás,	aunque	precisamente	el	poder	clientelar	volcado	al	
candidato	liberal,	podían	sentar	las	bases	para	una	articulación	de	izquierda	en	el	futuro.	El	parami-
litarismo,	el	narcotráfico	y	su	articulación	con	fuerzas	políticas	tradicionales	“legales”,	es	culpado	de	
estos	asesinatos.	

8.	 Esto	no	desconoce	el	hecho	de	que	ya	desde	finales	de	los	años	70,	en	medio	de	la	denominada	Bo-
nanza	Marimbera	y	luego,	con	la	actividad	política	de	los	narcotraficantes	más	poderosos	de	la	época	
como	Pablo	Escobar	o	Carlos	Lehder.	El	primero	que	llegó	al	Congreso	de	la	República	en	1982,	gra-
cias a una alianza entre el Movimiento de Renovación Liberal, liderado por Ortega, y el movimiento 
Alternativa Popular, que dirigía Alberto Santofimio Botero (El Tiempo,	23/07/2019).

9.	 Camilo	Echandía	muestra	que,	solo	entre	1997	y	el	año	2000,	se	cometieron	1096	masacres	en	355	
municipios	de	Colombia.	Así	mismo,	en	570	municipios	se	dieron	asesinatos	selectivos.	Por	su	parte,	
en	el	mismo	periodo,	la	guerrilla	realizó	191	masacres	en	121	municipios	y	asesinó	selectivamente	a	
civiles	en	315	municipios	(Echandía,	2001:	233).

10.	 Esta	paradoja	poco	alentadora,	es	la	que	sirvió	para	que	Mauricio	Romero	(2004),	exponga	la	idea	de	
un	proceso	de	democratización	política	y	una	contrarreforma	paramilitar	en	la	Colombia	en	los	años	
80	y	90.	
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De	este	modo,	las	políticas	neoliberales	contribuyeron	no	solo	a	debilitar	pro-
gresivamente	a	 los	movimientos	 sindicales	 (Delgado,	2002;	Zúñiga,	2012),	 tam-
bién	aumentaron	la	fragmentación	social	y	política.	En	estos	procesos,	el	narcotrá-
fico	ya	articulado	en	las	esferas	políticas	y	económicas	contribuyó	a	un	incremento	
muy	importante	de	la	concentración	de	la	propiedad	agraria,	por	la	vía	de	despla-
zamientos	masivos	y	compras	obligadas	de	tierra	de	millones	de	campesinos	(Ma-
chado,	2000;	Hristov,	2014).

A	finales	de	los	años	90,	este	escenario	complejo,	en	el	que	se	combinan	clien-
telismo,	 narcotráfico,	 paramilitarismo,	 neoliberalismo,	 una	 insurgencia	 armada	
con	un	incremento	significativo	de	su	capacidad	militar	(también	“beneficiaria”	de	
los	réditos	del	narcotráfico),	y	un	aumento	de	la	violencia	social,	se	agrava	aún	más	
con	un	choque	económico	externo	en	el	cual	la	economía	colombiana	se	vio	dura-
mente	golpeada.	El	gobierno	de	Andrés	Pastrana,	marcó	en	este	proceso,	un	punto	
de	inflexión,	en	la	medida	en	que	se	profundizó	el	conflicto	interno	armado	como	
nunca	antes,	en	medio	de	unos	diálogos	de	paz	en	el	que	los	actores	(El	gobierno	
y	las	FARC),	lejos	de	prepararse	para	un	acuerdo	que	pusiera	fin	a	un	conflicto	in-
terno	armado	de	50	años,	fortalecieron	sus	capacidades	de	operación	bélica	y,	de	
parte	del	gobierno	y	las	élites	políticas,	la	arremetida	ideológica	(Cruz,	2009;	Hris-
tov,	2014).	Pese	a	esto,	los	años	noventa	también	fueron	escenario	de	luchas	so-
ciales,	en	temas	como	las	privatizaciones,	las	reformas	laborales,	la	afectación	del	
agro	por	las	políticas	neoliberales	y,	por	supuesto,	la	paz	(Archila,	2002).	Una	paz	
que	no	llegó	en	este	momento,	sino	que,	debido	al	fracaso	de	los	diálogos	(de	sor-
dos),	entre	el	gobierno	de	Andrés	Pastrana	y	la	guerrilla	de	las	FARC,	abrió	el	espa-
cio	para	que	lo	que	venía	desarrollándose	tras	las	cortinas	de	un	proceso	destinado	
al	fracaso,	se	posicionara	ante	la	opinión	pública	y	buena	parte	de	la	clase	política	
dominante:	el	proyecto	guerrerista	de	Álvaro	Uribe	Vélez.	

Este líder político, terminó por convertirse, en medio de la crisis económica, 
política	y	social	del	país,	en	el	eje	articulador	de	las	distintas	fuerzas	de	derecha	y	
conservadoras	del	país.	Su	promulgación	como	candidato,	que	se	realizó	a	través	
del	movimiento	político	“independiente”	Primero	Colombia,	terminó	siendo	apo-
yado	por	la	mayor	parte	de	políticos	tradicionales	y	pertenecientes	a	las	nuevas	éli-
tes	políticas	y	sus	redes	clientelares,	legales	e	ilegales,	muchas	de	las	cuales	ha-
bían	apoyado	antes	a	Andrés	Pastrana.	Con	esto,	personalismo,	clientelismo	y	po-
der	económico,	generan	una	fuerza	imparable.	Se	suele	considerar	al	respecto,	que	
el	carisma	y	liderazgo	de	Uribe	fue	suficiente	para	llegar	al	poder	(Rincón,	2002).	
No	obstante,	esta	mirada	desconoce	la	manera	en	que	a	éste	se	articularon	los	po-
deres	regionales	y	locales	de	la	mayor	parte	de	partidos	y	movimientos	políticos	de	
la	derecha	colombiana,	con	lo	que	su	poder	estuvo	supeditado	así	a	la	transacción	
clientelar,	 propia	del	 “sistema	político	del	 clientelismo”	 (Blanco	2013).	De	 este	
modo,	Uribe	no	fue	la	excepción	en	un	sistema	político	altamente	fragmentado,	
en	recurrir	al	clientelismo	y	la	“concertación”	(Parra	y	Guevara,	2017).	De	hecho,	
su	campaña	resulta	tan	arrasadora	(lo	que	le	permite	ganar	en	primera	vuelta),	gra-
cias	a	que	las	distintas	facciones	del	liberalismo	y	el	conservatismo	ven	en	su	per-
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sonalidad,	una	salida	“alternativa”	al	creciente	poder	que	manifestaban	las	FARC	y	
la	insurgencia	en	general.	De	ahí	que	no	haya	sido	casual	que	el	periódico	El Tiem-
po,	en	una	de	sus	editoriales,	se	pronunciara	en	favor	de	la	candidatura	de	Uribe,	
explicitando	que	con	esto	dejaba	de	lado	su	histórico	oficialismo	liberal.	Para	este	
diario,	el	contexto	ameritaba	una	política	de	seguridad,	como	la	que	ofrecía	Uribe	
(Blanco	2008;	El Tiempo,	13/03/2002).11

Este	gobierno	representará	en	su	desarrollo,	la	articulación	de	fuerzas	políticas	
legales	e	ilegales	en	la	lucha	contra	la	insurgencia,	a	la	que	oficialmente	deja	de	
denominarse	de	este	modo,	para	ser	convertida	en	una	“amenaza	terrorista”.	Para	
esto	contará	con	un	Estado	fortalecido	en	su	capacidad	militar,	heredado	del	Plan	
Colombia	de	Andrés	Pastrana,	y	multiplicado	por	el	mismo	Uribe	a	través	de	sus	
propias	gestiones	 (Archila,	2012;	Lindsay-Poland,	2018).	En	este	último	aspecto,	
Uribe	Vélez	contará	con	un	contexto	internacional	favorable,	gracias	al	inicio	del	
boom	de	los	comodities,	que	le	garantizan	altos	ingresos	económicos,	el	incremen-
to	de	inversión	extranjera	y	una	profundización	de	los	procesos	de	privatización.12 
Así	mismo,	se	verá	beneficiada	de	un	contexto	internacional	en	el	que,	a	partir	del	
atentando	contra	las	Torres	Gemelas	en	los	Estados	Unidos,	las	potencias	se	articu-

11.	 Un	detalle	muy	importante	en	este	momento	es	que	este	periódico	estaba	en	manos	de	la	 familia	
Santos	y,	particularmente	tenían	en	este	una	influencia	determinante	Juan	Manuel	Santos	y	Francisco	
Santos.	 Estos	 políticos,	 como	 se	 sabe,	 terminan	 formando	parte	 del	 gobierno	de	Uribe,	 Francisco	
como	Vicepresidente	en	los	dos	mandatos	y,	Juan	Manuel	Santos,	como	Ministro	de	Defensa	en	el	
segundo	gobierno.	En	este	gobierno,	su	actuación	fue	determinante	en	la	lucha	contra	las	FARC,	pues	
fue	bajo	su	dirección	que	se	dio	de	baja	algunos	de	los	líderes	más	importantes	de	este	grupo	insur-
gente:	Raúl	Reyes,	Alfonso	Cano,	el	“Negro	Acacio”,	“Martín	Caballero”,	entre	otros.	Hay	muchos	
motivos	para	suponer	que	la	familia	Santos,	fue	pieza	clave	para	que	Uribe	lograra	el	apoyo	de	una	
parte	importante	de	la	oligarquía	tradicional	tanto	del	Partido	Liberal,	como	del	Partido	Conservador.	
En	buena	medida,	se	impulsó	la	idea	de	que,	dadas	las	circunstancias	de	incremento	del	poder	de	la	
insurgencia,	era	necesaria	la	mano	dura	y	sin	contemplaciones	(Ver:	El Tiempo:	“Tenemos	Coman-
dante”	(18/08/2001);	“País	en	construcción:	¿Si	futuro?”	(23/11/2001);	“El	referendo	y	la	lupa	externa”	
(5/10/2003).	En	el	camino,	como	se	sabe,	 los	excesos	de	la	 fuerza	y	 las	acciones	paramilitares	en	
contra	de	civiles	se	 intensificaron,	así	como	la	persecución	de	miembros	de	 la	oposición	política,	
tanto	en	el	parlamento,	como	en	el	campo	de	los	movimientos	y	organizaciones	sociales.	Estos	fueron	
acusados	de	ser	cómplices	del	terrorismo,	cuando	no,	de	ser	“guerrilleros	de	civil”	(Romero,	2003:	
21;	Velásquez,	2007:	139).	Este	discurso	que	vincula	a	miembros	de	distintas	organizaciones	y	movi-
mientos	sociales	con	la	insurgencia	era	el	discurso	recurrente	del	paramilitarismo.	Con	el	gobierno	de	
Uribe,	se	vuelve	también	el	discurso	oficial.

12.	 Durante	los	dos	gobiernos	de	Uribe,	se	llevaron	a	cabo	importantes	reformas	económicas	en	las	que	
se	potenció	la	inversión	extranjera,	que	habría	crecido	en	un	50%	entre	el	2002	y	el	2010;	una	inver-
sión	concentrada	sobre	todo	en	producción	minera	y	petróleo	(Salazar,	2010).	Ahora	bien,	así	como	
aumentó	la	inversión,	también	aumentó	la	inestabilidad	laboral,	se	intensificaron	las	privatizaciones	y	
se	favoreció	al	gran	capital.	Los	grandes	empresarios,	por	supuesto	terminaron	muy	agradecidos,	pues	
sus	utilidades	se	incrementaron	exponencialmente.	Las	utilidades	del	sistema	financiero	crecieron	7	
veces,	al	pasar	de	“$632.000	millones	en	el	2002	a	$4.4	billones	en	el	2009.	En	la	misma	dirección,	
entre	el	2002	y	el	2007,	la	participación	de	las	utilidades	de	las	empresas	en	el	PIB	pasó	del	28,9	al	
33,7	por	ciento,	un	incremento	de	casi	5	puntos	porcentuales	que,	por	supuesto,	se	dio	a	costa	de	
una	disminución	idéntica	de	la	participación	de	los	asalariados	y	los	de	cuenta	propia.	Esto	habría	
representado	unos	US$14.000	millones	anuales,	que	ya	no	llegan	a	los	bolsillos	de	los	trabajadores,	
sino	que	son	más	utilidades	para	las	empresas (Cabrera,	2010).
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lan	para	enfrentar	al	“enemigo	común”:	el	terrorismo.	Esto	representará	la	continui-
dad	del	Plan	Colombia	gestionado	por	el	gobierno	de	Pastrana	y	su	reorientación	
como	guerra	contra	el	terrorismo	(Lindsay-Poland,	2018).

Bajo	la	nueva	lógica	de	lucha	contra	el	terrorismo,	la	criminalización	y	perse-
cución	de	líderes	y	activistas	de	heterogéneos	y	múltiples	movimientos	sociales,	se	
recrudeció.	Las	fuerzas	militares	en	este	periodo	fueron	responsables	de	masacres	
de	miles	de	ciudadanos	de	sectores	populares	que	fueron	asesinados	y	luego	disfra-
zados	de	combatientes.	Los	aberrantes	hechos	fueron	conocidos	después	como	fal-
sos positivos.	En	distintas	regiones	del	país	miembros	del	ejército	“reclutaron”	a	jó-
venes	a	quienes	se	les	prometía	trabajo	fuera	de	su	lugar	de	residencia	y	luego	eran	
llevados	a	distintas	regiones	donde	eran	fusilados	y	disfrazados	de	insurgentes.	En	
este	gobierno,	además,	muchos	de	quienes	fueron	altos	funcionarios	y	buena	parte	
de	los	congresistas	que	apoyaron	su	reelección,	luego	se	comprobó	pertenecían	a	
las	fuerzas	políticas	del	paramilitarismo	o	estaban	vinculados	con	redes	nacionales	
e	internacionales	de	narcotraficantes.	En	el	proceso	de	desmovilización	de	grupos	
paramilitares	alentado	por	este	gobierno,	se	afirmó	que	el	35%	del	Congreso	esta-
ba	en	manos	de	estos.13 En este marco, la misma democracia electoral, estuvo se-
riamente	cuestionada,	pues	el	gobierno	afectó	negativamente	su	calidad,	en	cuatro	
aspectos	centrales:	Estado	de	Derecho,	la	libertad	de	prensa,	la	transparencia	gu-
bernamental	y	la	competitividad	política	(Niño,	et al.,	2018).

En el campo del sistema político, dos procesos generales continuaron su desa-
rrollo	en	los	dos	periodos	de	Uribe	en	el	poder	y	luego	en	los	de	Juan	Manuel	San-
tos.	En	primer	lugar,	se	acentuó	el	declive	del	bipartidismo.	Este	declive,	que	era	ya	
visible	durante	la	década	de	los	noventa,	debido	a	la	atomización	y	el	faccionalis-
mo de los partidos tradicionales, dio paso a multipartidismo atenuado o modera-
do	gracias	a	las	reformas	políticas	de	2003,	2005	y	2009,	que	logran	frenar	la	frag-
mentación	política	y	fortalecen	los	partidos	políticos	más	grandes	(Tanaka,	2008:	
93;	Pachón,	2010:	47-78;	Sandoval,	2018).	En	este	marco,	no	obstante,	la	particu-
lar	estructura	colombiana	de	clientelismo	sigue	teniendo	vigencia	y	sirve	de	sopor-
te	para	la	estabilidad	del	gobierno,	pero,	por	encima	de	este,	del	sistema	político	
colombiano	en	general.	En	este	caso,	lo	mismo	puede	decirse	del	uso	de	la	violen-
cia	(legal	e	ilegal),	como	recursos	de	control	político	de	las	derechas	principalmen-
te, de la corrupción, como herramienta para el acceso a/o mantenimiento del po-
der	del	Estado	en	distintos	niveles.

Ahora	bien,	estas	mismas	herramientas	se	volverán	en	contra	de	Uribe,	en	el	
momento	en	que	busca	una	segunda	reelección.	Esto,	si	se	 tiene	en	cuenta	que	

13.	 Ungar	y	Cardona	(2010),	analizan	la	penetración	del	paramilitarismo	entre	el	2002	y	el	2010,	pre-
guntándose	 si	 hubo	 o	 no	 una	 bancada	 “parapolítica”,	 estudiando	 el	 comportamiento	 de	 los	 100	
parlamentarios	investigados	por	sus	vínculos	con	el	narcotráfico	y	el	paramilitarismo.	Buena	parte	de	
la	evidencia	recopilada	por	los	investigadores	confirma	que	efectivamente	hubo	esta	bancada	y	con	
ella	la	intención	de	institucionalizar	o	legalizar	el	poder	paramilitar	en	buena	medida,	articulados	con	
el	poder	ejecutivo.	
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cuando	él	y	sus	aliados	más	cercanos	impulsan	el	referéndum	que	buscaba	la	po-
sibilidad	de	ser	elegido	por	segunda	vez,	su	aprobación	se	ve	frenada	por	la	Corte	
Constitucional	por	un	“vicio	de	trámite”,	a	pesar	de	ser	agenciado	por	expertos	ju-
ristas	y	tener	un	respaldo	popular	sin	precedentes	en	la	historia	política	de	Colom-
bia	al	finalizar	el	periodo	presidencial.

En	consecuencia	de	lo	anterior,	se	ratifica	la	fortaleza	de	las	prácticas	clientelis-
tas	descentralizadas	y	desconcentradas,	primero	dentro	de	la	estructura	del	bipar-
tidismo	(González,	1993:	15-68;	Gutiérrez,	2002:	25-78),	y	luego	dentro	del	mul-
tipartidismo	que	se	configura	en	lo	que	va	del	siglo	XXI	(Gutiérrez,	2007;	Molina,	
2010).	Así,	si	bien	el	personalismo	ha	sido	muy	importante	en	el	desarrollo	de	la	
política	colombiana	contemporánea,	al	no	contar	con	las	estructuras	instituciona-
les	de	 soporte	 suficientes	para	consolidarse,	no	 rompe	 las	estructuras	partidistas	
tanto	tradicionales	como	nuevas,	sean	estas	alternativas	o	disidentes	al	del	biparti-
dismo	tradicional.

De	este	modo,	desde	antes	de	la	Constitución	de	1991	había	cierta	discrecio-
nalidad	legislativa	del	Presidente	en	Colombia,	a	través	de	la	posibilidad	de	decla-
rar	estados	de	excepción	y	legislar	“por	decreto”	(Pachón,	2010:	47-78),	el	presi-
dente	no	podía	hacerlo	de	manera	indeterminada	en	el	tiempo.	Este	poder	se	va	a	
limitar	mucho	más	a	partir	de	la	Constitución	de	1991	y	ni	siquiera	la	gran	popu-
laridad	de	Uribe,	después	del	2002,	lograron	romper	la	relativa	autonomía	del	Le-
gislativo	y	la	particular	“independencia	de	poderes”	que	caracteriza	al	sistema	po-
lítico	colombiano.14	Esto	se	puede	confirmar	a	través	de	las	dificultades	que	el	ex-
presidente	Uribe	tuvo,	una	vez	que	sale	del	poder	y	es	desplazado	del	control	del	
gobierno	por	su	sucesor,	para	articular	a	sus	huestes	y	negar	o	frenar	las	iniciativas	
del	gobierno.	También	tuvo	dificultades	para	hacer	aprobar	su	reelección	y,	como	
se	hizo	evidente	años	después,	esta	fue	comprada	con	notarías	y	otros	“premios”,	
que	se	dieron	a	testaferros	de	los	congresistas	Yidis	Medina,	Teodolindo	Avendaño	
e	Iván	Díaz	Mateus	(Sandoval,	2018;	Martínez,	2008;	Velasco,	2017).

Un	segundo	proceso	que	se	abre	a	partir	del	gobierno	de	Uribe	es	el	del	cre-
ciente	peso	de	fuerzas	políticas	alternativas	de	izquierda	y	centro,	particularmente	
en	el	ámbito	local	de	grandes	ciudades,	como	Bogotá,	así	como	en	algunas	gober-
naciones	y	en	el	Congreso	de	la	república.	En	el	caso	de	Bogotá,	luego	de	algunas	

14.	 Hace	falta	mucha	investigación	sobre	los	modos	en	que	han	operado	los	gobiernos	de	coalición	o	
concertación	en	Colombia	y	cómo	se	desarrollan	los	procesos	electorales	en	los	que	se	han	articulado	
las	principales	fuerzas	políticas	del	país	con	los	políticos	más	opcionados	para	llegar	a	la	presidencia.	
Estas	investigaciones	mostrarán	cómo	la	corrupción	y	el	clientelismo	operan	como	mecanismos	de	
toma	y	dame	entre	el	poder	ejecutivo	y	el	legislativo.	Aquellos	que	“apuestan”	al	vencedor,	reciben	
a	cambio	recursos,	contratos	o	dinero	en	efectivo,	una	vez	el	candidato	apoyado	llega	a	la	presiden-
cia.	Una	vez	lograda	la	presidencia	tiene	que	negociar	las	políticas	y	leyes	económicas	a	cambio	de	
respaldo	para	 las	 iniciativas	 legislativas.	Las	negociaciones,	mercantilizadas	entre	el	ejecutivo	y	el	
legislativo,	filtran	las	políticas,	no	en	función	de	criterios	técnicos	o	ideológicos,	como	suele	conside-
rarse,	sino	en	función	de	lo	que	pueden	o	no	recibir	los	congresistas	“coaligados”	con	el	presidente	
para	recuperar	los	dineros	invertidos	y	reproducir	su	capital	político	e	incrementar	el	económico.	Es	
a	esto	a	lo	que	llamamos	la	particular	forma	de	“independencia	de	poderes”.
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experiencias	de	alcaldes	“alternativos”	o	independientes,	como	el	profesor	Antanas	
Mockus,	en	los	años	90,	la	izquierda	colombiana	logró	la	alcaldía	por	tres	perio-
dos	consecutivos	entre	el	2004	y	el	2015,	con	Luis	Eduardo	Garzón,	Samuel	More-
no	Rojas	y,	finalmente,	Gustavo	Petro.	Si	bien	es	cierto,	entre	estos	líderes	políticos	
hay	grandes	diferencias,	tienen	en	común	el	haber	llegado	a	lo	que	en	Colombia	
se	conoce	como	la	“segunda	magistratura”,	gracias	al	impulso	de	movimientos	en	
los	que	se	agruparon,	principalmente	partidos	y	movimientos	de	izquierda.	En	este	
mismo	marco,	se	constituyeron	posibilidades	de	articulación	política	para	enfren-
tar	a	Álvaro	Uribe,	en	su	segundo	mandato,	bajo	el	liderazgo	del	exmagistrado	li-
beral,	Carlos	Gaviria	Díaz	y	luego	para	enfrentar	a	Santos,	bajo	el	liderazgo	(menos	
afín	a	la	izquierda),	del	exalcalde	Antanas	Mockus.	En	estos	procesos,	no	obstante,	
también	se	pusieron	en	evidencia	las	difíciles	barreras	que	las	fuerzas	políticas	al-
ternativas,	de	izquierda	y	centro,	tienen	que	enfrentar	para	llegar	a	la	primera	ma-
gistratura:	las	estructuras	clientelares	regionales	y	locales	que	se	articulan	más	na-
turalmente	con	fuerzas	de	la	derecha	tradicional	o	de	las	nuevas	derechas	radicales	
del	uribismo;15	una	de	las	principales	barreras,	sigue	siendo	la	estructura	clientelar	
de	los	departamentos	y	municipios.

No	obstante,	estas	barreras,	si	comparamos	 los	procesos	electorales	de	2006	
hacia	adelante,	con	los	de	años	anteriores,	notamos	un	importante	despegue	de	
candidatos	alternativos	ahora	en	el	plano	nacional.	Vemos	también	como	se	van	
delineando	las	fronteras	ideológicas	entre	las	fuerzas	conservadoras	de	derecha	y	
movimientos	políticos	alternativos	de	centro	o	de	izquierda,	como	se	puede	ver	en	
la	siguiente	tabla:	

Colombia: votación por los candidatos mayoritarios de izquierda y alternativos
1974-2018

Año Candidato Partido / Movimiento Número de votos Porcentaje

1974 Hernando Echeverry Unión Nacional de Oposición 
UNO 137.054 2,7

1978 Jilio César Pernía UNO 97.234 1,9
1982 Gerardo Molina Frente Democrático 82.858 1,2
1986 Jaime Pardo Unión Patriótica UP 328.752 4,5

1990 Antonio Navarro Alianza Democrática M19
AD M-19 754.740 12,5

1994 Antonio Navarro AD M-19 219.241 3,8
1998 – – – – – – – – – –

15.	 Una	mirada	general	puede	mostrarnos	estas	dificultades.	Entre	el	2002	y	el	2018,	en	los	momentos	
en	que	ha	habido	fuerte	competencia,	es	cuando	se	han	enfrentado	estructuras	clientelares	de	la	de-
recha	colombiana.	Es	el	caso	de	la	elección	de	2014,	cuando,	tras	la	ruptura	entre	Uribe	y	Santos	por	
la	manera	en	que	este	último	llevó	a	cabo	el	proceso	de	Paz	con	las	FARC,	se	enfrentó	el	candidato	
uribista	Oscar	Iván	Zuluaga	(acusado	luego	de	haber	recibido	dineros	de	Odebrecht	para	su	cam-
paña).	En	esta	ocasión,	se	enfrentaron	dos	candidatos	poco	carismáticos,	pero	los	dos	contaron	con	
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Se	ve	así	que,	salvo	la	candidatura	del	candidato	del	M-19,	Antonio	Navarro	
Wolff,16	en	las	sangrientas	elecciones	de	1990	quien	obtuvo	el	12,5%,	los	candi-
datos	alternativos	no	lograron	superar	nunca	barrera	del	5%	de	los	votos.	A	partir	
de	2006,	el	incremento	es	muy	importante,	al	estar	entre	el	15,2%	(Clara	López,	
quien	fuera	alcaldesa	encargada	de	Bogotá,	entre	2011	y	2012),	y	de	los	votos	y	
el	41,8%,	en	las	elecciones	de	2018,	cuando	se	enfrentan	Iván	Duque,	del	Centro	
Democrático	de	Uribe	y	dos	candidatos,	uno	de	centro-derecha	(el	profesor	Ser-
gio	Fajardo),	y	uno	de	centro-izquierda,	Gustavo	Petro	Urrego.	En	estas	elecciones,	
como	se	sabe,	se	impone,	el	candidato	uribista,	pero	por	un	porcentaje	significati-
vamente	menor	a	aquel	por	el	que	eran	vencidos	antes	los	candidatos	de	izquier-
da	o	alternativos.

De este modo vemos como estos dos procesos evidencian un lento pero progre-
sivo	deterioro	de	las	estructuras	clientelares	como	soporte	de	la	estabilidad	del	ré-
gimen	político	colombiano	y	abren	nuevamente	la	posibilidad	de	fortalecer	el	pro-
yecto	democrático.	El	gobierno	de	Juan	Manuel	Santos,	que	en	principio	es	“suce-
sor”	de	Uribe,	impulsa	y	lleva	hasta	el	final,	en	contra	de	su	“mentor”	y	con	las	vi-

2002 Luis Eduardo Garzón Polo Democrático Alternativo 
PDA 680.245 6,2

2006 Carlos Gaviria Polo Democrático Altenativo 
PDA 2’613.157 22,0

2010 Antanas Mockus Partido Verde 3’587.975 27,5*
2014 Clara López PDA / UP 1’958.518 15,2
2018 Gustavo Petro Colombia Humana 8’040.449 41,8*

* Resultados de la segunda vuelta.

fuerte	respaldo	de	estructuras	clientelares.	El	uribismo,	en	este	caso,	logró	vencer	en	primera	vuelta	a	
Santos,	pero	luego	éste	movió	la	maquinaria	electoral	de	los	departamentos	de	la	Costa	Atlántica,	a	
lo	que	le	sumó	alianzas	con	la	izquierda	y	sectores	independientes	sobre	el	tema	de	la	paz,	lo	que	le	
dio	la	ventaja	suficiente	para	vencer	a	Zuluaga,	por	estrecho	margen	en	el	ballotage.	Por	el	contrario,	
en	 los	momentos	 en	 que	 candidatos	 alternativos	 han	 logrado	 posicionarse	 significativamente,	 las	
distancias	en	el	número	de	votos	resultan	más	o	menos	abismales	(al	menos,	hasta	2018).	Es	el	caso	
de	las	elecciones	de	2006	cuando	Uribe,	en	auge	de	su	popularidad,	vence	a	todos	sus	opositores	por	
una	cantidad	de	votos	muy	significativa.	En	este	momento,	el	candidato	Carlos	Gaviria	logró	articular	
a	una	buena	cantidad	de	partidos	y	movimientos	de	izquierda,	pero	esto	no	alcanzó	para	desafiar	el	
poderío	electoral	de	Uribe	que,	en	este	momento	incrementó	su	popularidad	luego	de	su	primer	go-
bierno	y	sumó	una	importante	fuerza	clientelar.	Un	tercer	caso	es	en	las	elecciones	de	2010,	cuando	
se	lanza	por	primera	vez	Juan	Manuel	Santos,	con	el	respaldo	de	Uribe.	En	este	caso,	dado	el	poco	
carisma	de	Juan	Manuel	Santos	y	pese	a	contar	con	el	apoyo	del	uribismo	y	otras	estructuras	políti-
cas	tradicionales-clientelares,	en	el	balotaje	casi	triplica	la	votación	de	su	rival,	el	profesor	Antanas	
Mockus.	Esto	muestra	como	el	no	contar	con	estructuras	clientelares	fuertes	limita	sobremanera	las	
posibilidades	de	disputar	la	presidencia	en	Colombia.	Para	los	resultados	electorales	ver:	Agudelo	y	
Sarria,	2019:	113-114.	

16.	 Navarro	Wolff	fue	miembro	del	M-19	y	formó	parte	de	la	Asamblea	Nacional	Constituyente	de	1991.	
En	las	elecciones	de	1990,	fue	el	reemplazo	de	esta	fuerza	política,	tras	el	asesinato	de	quien	se	per-
filaba	como	uno	de	los	principales	contendores:	Carlos	Pizarro	Leongómez.	

Fuente: Pizarro, 2018: 19.
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cisitudes	más	o	menos	conocidas,	el	Acuerdo	de	Paz	con	las	FARC.	Durante	los	go-
biernos	de	Santos,	se	contribuye	a	este	proceso	de	delimitación	de	fronteras	entre	
fuerzas	políticas	conservadoras	y	fuerzas	alternativas.	El	gobierno	de	coalición	que	
se	constituyó	implicó	sustentar	tanto	sus	candidaturas,	como	sus	dos	gobiernos,	en	
las estructuras clientelares regionales, muchas de las cuales han estado vinculadas 
con	redes	de	corrupción	y	narcotráfico.	Así	como	su	antecesor	que	tuvo	el	respal-
do	de	políticos	regionales	vinculados	con	el	narcotráfico,	el	paramilitarismo	y	re-
des	de	corrupción	(Albarán	y	Garay,	2018),	el	gobierno	de	Juan	Manuel	Santos	está	
marcado	por	crecientes	escándalos	de	corrupción	en	la	contratación	de	obras	de	
infraestructura	y	por	sustentarse	en	el	clientelismo	tradicional.17	Con	este	gobierno,	
además,	se	continúa	con	las	políticas	neoliberales,	aunque	se	vea	obligado	a	desa-
rrollar	políticas	sociales	que	disminuyen	levemente	la	pobreza	y	la	desigualdad.18

Además	de	lo	ya	señalado,	en	este	gobierno	se	incrementa	la	violencia	contra	
líderes sociales,19	se	hacen	más	visibles	los	casos	de	corrupción	y	vínculos	de	po-
líticos	tanto	afines	a	Uribe	como	a	Santos,	con	paramilitares	y	narcotraficantes	y	
se	llevan	a	cabo	importantes	movilizaciones	campesinas,	indígenas,	estudiantiles	
y	de	docentes	en	contra	de	las	políticas	económicas,	la	pretensión	del	gobierno	de	
profundizar	la	privatización	de	la	educación	superior	y	contra	la	violación	siste-
mática	de	derechos	sociales	de	los	pueblos	indígenas.	Estos	temas	van	a	marcar	la	
agenda	política	de	movimientos	y	partidos	políticos	alternativos,	al	punto	de	im-
pulsar	un	plebiscito	contra	la	corrupción	que	convocó	a	más	de	10	millones	de	vo-
tantes,	pero	que,	no	alcanzó	el	mínimo	de	votos	para	ser	aprobado.	En	este	marco,	
los	gobiernos	de	Santos	van	a	ser	testigos	de	un	incremento	de	las	movilizaciones	
sociales,	particularmente	de	campesinos,	estudiantes	y	sindicalistas.	Así,	para	Cruz	
(2016),	hay	un	ciclo	ascendente	de	protestas	desde	el	año	2010	y	el	marco	de	las	
negociaciones	entre	las	FARC	y	el	gobierno	de	Juan	Manuel	Santos,	que	contribui-
rá	a	fortalecer	estos	procesos	de	ampliación	de	las	demandas	sociales.

Finalizado	el	último	gobierno	de	Santos,	el	país	se	polariza	y	la	confianza	en	la	
democracia	decae.	Hernández	y	Echeverri	(2018),	exponen	este	decrecimiento	de	

17.	 Su	vicepresidente,	quien	se	perfilaba	como	el	principal	candidato	para	las	elecciones	de	2018,	Ger-
mán	Vargas	Lleras,	fue	designado	por	Santos	como	una	especie	de	“Súper	Ministro”,	encargado	del	
desarrollo	de	la	infraestructura	vial	y	de	vivienda	de	interés	prioritario,	por	todo	el	país.	Este	utilizó	
el	presupuesto	como	una	gran	chequera	(cerca	de	15	mil	millones	de	dólares),	para	aceitar	las	ma-
quinarias	electorales.	No	obstante,	fue	el	gran	derrotado	en	las	elecciones	de	2018,	al	no	lograr	ni	2	
millones	de	votos.	Las	maquinarias	decidieron	respaldar	a	Iván	Duque	desde	la	primera	vuelta.	

18.	 Durante	este	gobierno,	gracias	también	a	la	continuidad	del	boom	de	exportaciones	y	a	algunas	po-
líticas	sociales	asistenciales,	disminuye	levemente	la	desigualdad,	pasando	de	un	Índice	de	Gini	de	
0.557	a	0.508.	Los	indicadores	de	pobreza	monetaria	y	pobreza	multidimensional	también	mostraron	
avances	importantes,	aunque	vulnerables	al	entorno	externo,	dados	los	altos	niveles	de	informalidad	
de	la	economía	(Monterrosa,	2018).

19.	 De	 acuerdo	 al	 Programa	 Somos	Defensores,	 alrededor	 de	 800	 líderes	 y	 lideresas	 sociales	 fueron	
asesinados	durante	el	gobierno	de	Santos,	de	los	cuales,	entre	400	y	600,	perecieron,	después	de	la	
firma	del	Acuerdo	con	las	FARC	(Aguirre,	2020).	Para	un	análisis	de	la	sistematicidad	del	asesinato	de	
defensores	de	derechos	humanos	y	líderes	sociales,	que	tiene	en	cuenta	la	estructura	de	los	poderes	
locales	y	regionales	ver:	Nocua,	2019.	
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la	satisfacción	de	los	colombianos	sobre	el	funcionamiento	de	su	democracia.	Así:	
“Uno	de	los	valores	más	preocupantes	es	el	nivel	de	satisfacción	de	los	colombia-
nos,	para	2015	solo	el	47%	se	encontraba	satisfecha	o	muy	satisfecha	con	la	forma	
en	que	funciona	la	democracia	en	Colombia	(García,	et al.,	2015).	Y	para	2017,	
el	11,5%	se	mostró	muy	satisfecho,	el	34,5%	no	se	encuentra	ni	satisfecho	ni	in-
satisfecho,	y	el	50%	dice	estar	muy	insatisfecho	con	la	democracia	en	Colombia 
(DANE,	2017:	502). 

En	este	marco,	 el	 candidato	uribista	 (un	desconocido20	que	había	 llegado	al	
congreso	de	la	república	gracias	a	la	ubicación	que	le	concedió	Uribe	Vélez,	en	
las	elecciones	de	2014,	en	las	que	el	Centro	Democrático	participó	con	listas	ce-
rradas,	sin	voto	preferente),	logró	articular	a	varios	de	los	partidos	políticos	que	an-
tes	habían	participado	de	 la	coalición	de	Santos.	Conservadores,	 liberales,	 líde-
res	de	Cambio	Radical,	miembros	del	partido	de	Juan	Manuel	Santos	(Partido	de	la	
Unidad	Nacional),	entre	otros,	 terminaron	apoyando	la	candidatura	de	Iván	Du-
que,	quien	prometió	dar	vuelta	a	los	acuerdos	que	el	gobierno	Santos	había	firma-
do	con	las	FARC21	y	recuperar	la	economía	que	venía	en	caída	en	los	últimos	años.	

En	estos	procesos,	dos	candidatos	“alternativos”	se	disputaron	las	votaciones	en	
medio	de	una	creciente	polarización.	El	ganador,	quien	tuvo	que	ir	a	segunda	vuel-
ta,	recibió	un	país	con	unas	dinámicas	de	movilización	social	en	ascenso	y	con	
una	economía	golpeada	por	choques	externos	y	con	capacidades	estatales	limita-
das	para	enfrentar	estos	choques,	debido	a	la	reprimarización	y	vulnerabilidad	he-
redada	de	más	de	30	años	de	políticas	neoliberales.	Para	llegar	al	poder,	además	de	
las	alianzas	expuestas,	Iván	Duque	prometió	más	de	estas	mismas	políticas,	bajo	el	
discurso	de	“recuperar	la	confianza	empresarial	e	inversionista”	y	promover	la	pro-
ductividad	del	país.	Prometió	del	mismo	modo,	mejorar	las	condiciones	laborales	
de	los	trabajadores	y	principalmente	sus	salarios,	sin	imponer	más	impuestos	y	de	

20.	 Una	referencia	un	tanto	apologética,	pero	indicativa	de	la	trayectoria	política	del	actual	presidente	de	
Colombia,	puede	encontrarse	en:	DW. “Iván	Duque,	de	aprendiz	de	mago	a	presidente	de	Colombia”.	
Recuperado	de:	https://bit.ly/2AdMOUf.

21.	 Hay	un	elemento	muy	importante	en	el	desarrollo	del	proceso	de	paz	adelantado	por	Santos.	Este,	
como	se	sabe,	fue	sometido	a	un	plebiscito	el	2	de	octubre	de	2016	en	el	que,	con	una	baja	par-
ticipación	de	apenas	el	37.4%	del	censo	electoral	 fue	negado.	El	 triunfo	del	No	(logrado	con	una	
campaña	llena	de	mentiras	sobre	el	proceso),	contó	con	el	agenciamiento	de	Uribe,	el	respaldo	de	
iglesias	cristianas,	parte	de	la	prensa	y	las	estructuras	clientelares	del	uribismo	en	las	regiones.	Este	
triunfo,	no	obstante	se	dio	por	un	margen	de	apenas	el	0.42%,	al	obtener	una	votación	de	6´431.372	
votos	 (50.21%)	 frente	al	Si,	que	obtuvo	6´377.464	 (49.79%).	Esto	obligó	al	gobierno	a	 tramitar	 la	
aprobación	de	los	acuerdos	por	la	vía	parlamentaria,	donde	tenía	mayoría	gracias	a	la	coalición	que	
había	constituido	en	las	elecciones	de	2014.	Este	triunfo,	que	fue	magnificado	e	instrumentalizado	en	
las	elecciones	de	2018	por	el	uribismo	y	sus	aliados,	muestra	una	polarización	interesante	que	se	va	
a	manifestar	también	en	los	procesos	electorales	de	2018	y	en	las	movilizaciones	de	2019.	Esto	por	
cuanto	la	defensa	de	los	acuerdos	fue	un	tema	central	de	campaña,	particularmente	del	candidato	
Gustavo	Petro	y	de	buena	parte	de	las	movilizaciones	que	se	desarrollaron	a	lo	largo	de	2019	y,	con	
mayor	intensidad,	las	del	21N	y	siguientes.	Esta	polarización	contribuye	en	los	procesos	de	moviliza-
ción	social,	también	a	debilitar	la	capacidad	de	las	estructuras	clientelares	y	a	activar	a	millones	de	
ciudadanos,	antes	inactivos	en	los	procesos	electorales,	como	en	el	campo	de	las	luchas	sociales.	
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hecho,	disminuyendo	los	existentes.	Nada	de	eso	ha	cumplido	y,	por	el	contrario,	
ha	promovido	reformas	tributarias	y	fiscales	al	estilo	de	Uribe	en	sus	dos	gobier-
nos.	Políticas	que,	como	vimos,	 incrementan	la	desigualdad	y	vulnerabilidad	de	
los	sectores	sociales	subalternos.	Del	mismo	modo,	en	lo	que	va	de	este	gobierno,	
se	ha	incrementado	el	asesinato	de	líderes	sociales	y	defensores	de	derechos	hu-
manos.	En	lo	que	va	de	su	gobierno,	han	sido	asesinados	más	de	200	líderes	socia-
les	y	170	excombatientes	de	las	FARC.22 Para completar, el incremento del desem-
pleo ha marcado el escenario económico, así como la sensación de malestar por 
las	promesas	incumplidas	del	gobierno	y	su	torpeza	y	la	de	muchos	de	sus	funcio-
narios	para	manejar	las	relaciones	internacionales	y	los	conflictos	nacionales.	Esto	
ha	hecho	que	la	popularidad	del	mismo	sea	de	las	más	bajas	de	los	presidentes	de	
los	últimos	treinta	años	(Cano,	2020).

El “Paro Nacional del “21N”.      
Trayectoria y perspectivas de la democracia colombiana

Si	comparamos	los	procesos	de	movilización	social	que	se	han	producido	en	
Colombia	en	los	últimos	tiempos,	lo	sucedido	a	partir	del	21	de	noviembre	de	2019	
parece	no	tener	precedentes.	Podría	decirse	que,	tal	vez	un	equivalente	histórico	
de	movilización	en	Colombia	sería	el	“Paro	Cívico	de	1977”,	cuando	una	multi-
plicidad	de	actores	sociales,	se	tomaron	las	calles	de	las	más	importantes	ciudades	
y	fueron	duramente	reprimidos	por	el	gobierno	de	Alfonso	López	Michelsen	(Me-
dina,	1997;	Romero,	2002;	Múnera,	1998;	Archila,	2008;	Molano,	2010;	García,	
2017).	En	2019,	como	en	1977,	si	bien	hay	algunas	coincidencias	en	términos	de	
procesos	de	incremento	de	demandas,	protestas	sociales	y	convocatorias	obreras	
y	represión	gubernamental	nadie	parecía	prever	las	inmensas	y	sostenidas	movili-
zaciones.	

Cuando	el	21	de	noviembre	llegó,	se	había	generado	mucha	ansiedad	e	incerti-
dumbre	por	lo	que	sería	la	movilización.23	Desde	sectores	de	izquierda	y	distintos	
movimientos	sociales	se	habían	generado	grandes	expectativas	por	esta	moviliza-
ción	convocada	inicialmente	por	los	principales	sindicatos	del	país.24 A la convo-

22.	 Para	un	análisis	detallado	de	la	trayectoria	de	la	persecución	de	los	líderes	sociales	a	partir	del	Acuer-
do	de	Paz	entre	las	FARC	y	el	Gobierno	Santos	(Aguirre,	2020;	Cano,	2020).	

23.	 La	empresa	Data	Freaks	 (“curiosamente”	contratista	del	Ministerio	de	Defensa	Nacional),	analizó,	
días	previos	al	Paro	del	21N,	las	interacciones	en	redes	sociales	sobre	el	Paro	convocado.	Allí	en-
contraron	335.000	interacciones,	de	las	cuales	el	65%	manifestaba	respaldo	del	Paro	Nacional.	Así	
mismo,	hallaron	que	una	buena	cantidad	de	personas,	aunque	estaba	de	acuerdo	con	los	motivos	del	
paro,	no	participarían	por	miedo.	Por	otro	lado,	la	campaña	de	oposición	a	la	movilización,	bajo	el	
lema	“yo	no	paro,	yo	produzco”,	no	encontró	eco	en	las	redes	sociales.	De	igual	manera,	la	vincula-
ción	de	los	convocantes	con	el	castrochavismo	y	con	el	“Foro	de	São	Paulo”	más	que	respaldo	generó	
rechazo	y	contribuyó	a	motivar	más	a	los	indecisos.	El	torpe	manejo	del	paro	por	parte	del	gobierno	
y	la	deslegitimación	del	mismo,	finalmente,	hacía	pensar	de	acuerdo	al	seguimiento	de	redes,	que	el	
paro	iría	más	allá	del	21	de	noviembre,	como	finalmente	sucedió	(Cembrano,	2019).	

24.	 Desde	el	mes	de	octubre	venía	preparándose	la	movilización	y	se	había	hecho	el	llamado	al	paro.	El	
4	de	octubre,	se	reunieron	las	principales	organizaciones	sindicales	del	Comando	Nacional	Unita-
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catoria,	no	obstante	se	habían	sumado	la	Iglesia	católica,	líderes	de	opinión	y	has-
ta	la	reina	de	belleza	recientemente	elegida.25	Una	buena	parte	de	la	“opinión	pú-
blica”,	respaldó	el	paro	y	contribuyó	a	través	de	columnas	de	opinión	en	los	prin-
cipales	diarios	del	país	y,	de	redes	sociales	a	promover	la	asistencia.	

En	la	mañana	de	ese	día,	poco	a	poco	fueron	sumándose	miles	y	miles	de	per-
sonas	que	pronto	llenaron	las	principales	avenidas	y	plazas	de	las	más	importantes	
ciudades	del	país.	Pero	no	solo	fue	en	estas	ciudades	donde	se	produjeron	movi-
lizaciones.	En	las	ciudades	medianas	y	pequeñas,	e	incluso	en	pueblos	apartados,	
se	movilizaron	docentes	y	otros	actores	sociales,	como	ambientalistas	defensores	
de derechos humanos, campesinos, indígenas, afrodescendientes, movimientos fe-
ministas,	entre	otros.	La	expectativa	se	cumplió	con	creces.	Millones	de	personas	
no	pertenecientes	a	movimiento	u	organización	social	alguna,	se	movilizaron.	Fa-
milias	enteras	coparon	las	calles	y	plazas,	reclamando	al	gobierno	por	sus	políticas	
económicas,	las	intenciones	de	realizar	reformas	laborales	y	pensionales,	para	fa-
vorecer	a	los	grandes	empresarios,	el	incremento	del	desempleo	y	particularmente	
el	juvenil;	la	creciente	informalidad	laboral;	el	incumplimiento	de	acuerdos	pac-
tados	en	el	2018	con	sectores	sindicales	del	sector	público	y	con	organizaciones	
estudiantiles	de	todo	el	país;	las	agresiones	a	los	líderes	y	lideresas,	las	amenazas,	
los	Acuerdos	de	Paz	firmados	entre	el	gobierno	Santos	y	las	FARC;	los	desmandes	y	
brutalidad	del	Escuadrón	Móvil	Antidisturbios	(ESMAD),	en	la	represión	a	marchas	
pacíficas,	la	masacre	de	niños	en	un	campamento	de	disidencias	de	las	FARC	y	la	
criminalización	de	la	protesta	y	la	corrupción,	entre	otros	temas.26

Por	su	parte,	el	gobierno	de	Duque	y	algunos	de	sus	funcionarios	más	importan-
tes,	como	la	ministra	del	Interior	y	la	vicepresidenta	habían	acusado	a	quienes	con-
vocaban	al	paro	de	mentirle	a	la	ciudadanía	denunciando	unas	reformas	(tributa-
ria,	laborales,	pensionales)	que,	a	decir	de	estos	funcionarios,	el	gobierno	no	estaba	
tramitando.	Acusaron	a	los	convocantes	promover	la	mentira	y	la	polarización	del	
país.	Denunciaron	la	intervención	del	gobierno	de	Nicolás	Maduro	y	del	gobierno	
ruso,	como	financiadores	y	auspiciadores	de	las	movilizaciones.	Anunciaron	des-
manes	y	actos	vandálicos.	Nada	de	eso	detuvo	la	gran	marcha.	Probablemente,	de	

rio:	(CUT,	CGT,	CTC,	CPC)	y	con	la	participación	del	COS,	la	Cumbre	Agraria,	Aconalferros,	CRIC,	
UNEES,	CREES	y	más	de	100	organizaciones	sociales,	estudiantiles	y	sindicales (AIL,	2019a).	Hay	
que	tener	en	cuenta	que,	como	hemos	mencionado,	la	movilización	social	en	Colombia	ha	venido	
desde	el	año	2010	en	un	proceso	de	ascenso.	El	17	de	marzo	de	2016,	ya	se	había	realizado	una	gran	
movilización	convocada	por	las	grandes	agremiaciones	sindicales	y	había	tenido	un	eco	importante.	
De	hecho,	fue	considerada	la	más	grande	movilización	en	los	últimos	15	años	por	la	masiva	partici-
pación	no	solo	en	las	grandes	ciudades,	sino	en	más	de	100	municipios	(Comando	Nacional	Unitario,	
2016).	El	gobierno	de	Santos,	además,	fue	testigo	de	importantes	movilizaciones	sociales	en	contra	de	
las	políticas	agrarias,	comerciales,	educativas	y	tributarias	(Cruz,	2016).	Estas	movilizaciones	venían	
contribuyendo	a	articular	a	los	distintos	movimientos	sociales	para	la	realización	de	actividades	con-
juntas.	

25.	 Sobre	algunos	de	los	que	se	sumaron	a	la	convocatoria	y	la	manera	en	que	parte	de	la	prensa	habló	
del	“temido	21N”	(Montes,	2019).	

26.	 Sobre	los	puntos	del	pliego	de	peticiones	al	gobierno	ver:	(AIL,	2019b;	BBC,	2019a).
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hecho,	haya	motivado	a	los	distintos	grupos	y	movimientos	sociales	a	incrementar	
su	activismo	y	a	movilizar	a	más	y	más	personas	que	reconocieron	el	cinismo	del	
gobierno,	como	mostramos	antes.

Una	vez	terminadas	las	marchas	en	distintos	lugares	de	Colombia,	a	través	de	
redes	sociales	se	convocó	un	inédito	cacerolazo,	que	duró	hasta	pasada	la	media	
noche.	Algunos	brotes	de	violencia	se	presentaron	en	distintos	lugares	de	las	más	
grandes	ciudades,	particularmente	en	Cali	y	Bogotá.	En	esta	primera	ciudad	se	de-
cretó	un	toque	de	queda.	El	22	de	noviembre,	lo	mismo	se	hizo	en	Bogotá,	argu-
mentando	amenaza	de	saqueos	a	urbanizaciones	y	sectores	residenciales.	En	las	
dos	ciudades	se	hicieron	correr	rumores	de	asaltos	masivos	que	no	se	presentaron.	
Con	terror,	se	combatieron	las	manifestaciones	pacíficas	que	se	desarrollaron	a	lo	
largo	y	ancho	de	Colombia.27

Pero	el	 terror	no	detuvo	 las	movilizaciones.	El	23	de	noviembre	 fue	asesina-
do	Dilan	Cruz,	en	el	centro	de	Bogotá,	por	un	disparo	propinado	por	un	miembro	
del	ESMAD.	Dilan	era	joven	de	19	años	que	apenas	terminaba	su	bachillerado	y	se	
había	sumado	a	las	protestas	que	desde	temprano	se	realizaban.	El	asesinato	con-
movió	y	despertó	la	solidaridad	a	miles	de	ciudadanos,	que	ese	mismo	día	hicie-
ron	del	lugar	donde	cayó	un	altar.	El	domingo	24	y	el	lunes	25,	las	manifestaciones	
continuaron.	Lo	mismo	sucedió	los	días	siguientes,	hasta	el	8	de	diciembre.	Con	
una	gran	diversidad	de	actividades,	que	incluyeron	bailes	masivos,	plantones	ar-
tísticos	callejeros,	conciertos	con	la	participación	de	artistas	alternativos	del	rock	
y	el	pop	nacional,	músicos	tradicionales	y	bandas	sinfónicas	y	filarmónicas;	gru-
pos	de	danza	y	teatro	se	tomaron	las	calles	en	un	evento	sin	precedentes	en	la	his-
toria	de	Colombia.28

27.	 Sobre	lo	sucedido	en	las	dos	ciudades	y	los	modos	en	que	se	promovió	el	terror	de	la	población	a	tra-
vés	de	los	toques	de	queda	ver:	Colombia Informa, 21/11/2019; Rueda,	2019a;	2019b;	BBC, 2019b; 
Noticias Caracol,	2019;	García,	2019.	

28.	 Sobre	lo	sucedido	a	partir	del	21	de	noviembre	y	su	lugar	en	la	historia	de	las	movilizaciones	se	han	
realizado	algunos	documentos	analíticos	y	descriptivos.	En	estos	se	compara	el	21N	con	el	Paro	Cívi-
co	Nacional	de	1977.	Algunos	han	llegado	a	afirmar	que	es	la	movilización	más	grande	y	significativa	
de	 los	últimos	70	años,	 incluso	por	encima	del	paro	del	77	 (Ahumada,	2020).	Por	su	parte,	Tovar	
analiza	el	21N,	considerando	que	Colombia	ha	estado	históricamente	marcada	por	la	escisión	entre	
lo	que	llama,	usando	categorías	habermasianas,	Facticidad	y	Validez;	esto	es,	una	ruptura	entre	lo	pro-
clamado	constitucional	y	legalmente	y	las	prácticas	de	ejercicio	del	poder.	Desde	esta	interpretación,	
que	se	remonta	hasta	el	siglo	XIX,	el	autor	considera	que	el	paro	apunta	a	la	ruptura	de	esa	escisión	y	
abre	la	posibilidad	para	construir	una	nueva	hegemonía,	que,	espera	el	autor,	sea	de	carácter	popular.	
Un	tercer	documento	realizado	por	Linares	(2020),	analiza	las	similitudes	y	diferencias	entre	el	21N	
y	el	paro	del	77,	afirmando	que,	una	de	las	características	del	21N,	es	haberse	dado	en	el	contexto	
del	postacuerdo;	hecho	que,	para	la	autora,	permite	hacer	visibles	demandas	y	actores	que	antes	eran	
invisibilizados	y	que	hoy	apuntan	a	la	construcción	de	un	país	que	pueda	vivir	en	paz	y	con	verdadera	
justicia	social.	Para	esto,	hace	un	análisis	de	las	causas	inmediatas,	relacionadas,	fundamentalmente,	
con	las	políticas	económicas	y	sociales	del	gobierno	de	Duque,	así	como	de	las	formas	y	repertorios	
de	las	manifestaciones,	destacando	su	creatividad	y	capacidad	de	convocatoria.	Concluye	la	autora	
con	una	lectura	optimista	frente	al	potencial	transformador	de	las	movilizaciones	y,	ante	la	eventual	
negativa	del	gobierno	a	sus	propuestas,	prevé	un	incremento	de	la	resistencia	y	rebeldía.	Finalmente,	
Gómez	(2020),	destaca	también	la	creatividad	de	los	repertorios	de	protesta,	así	como	la	solidaridad	
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No	obstante,	este	activismo	ciudadano	y	la	gran	creatividad	y	despliegue	de	ini-
ciativas	ciudadanas	para	manifestar	el	descontento	y	la	indignación,	el	gobierno	res-
pondió	con	una	estrategia	de	resistencia,	generando	divisiones	y	desgaste	en	los	ma-
nifestantes.	Desde	temprano	abrió	una	“gran	conversación	nacional”	a	los	que	en	
principio	no	fueron	convocados	los	gestores	del	paro,	sino	los	empresarios	y	secto-
res	políticos.29	Con	esta	estrategia,	fue	desgastando	a	los	manifestantes	y	generando	
algunas	divisiones	y	tensiones	al	interior	de	los	promotores	del	paro,	particularmen-
te	entre	estudiantes	y	sindicalistas	(Duque,	2020).	Desde	finales	del	mes	de	noviem-
bre,	ya	era	evidente	que	el	gobierno	jugaba	al	desgaste	y	que	en	las	mesas	de	con-
versación,	no	se	negociaba	nada	(Antequera,	2019).	En	enero	de	2020	las	manifes-
taciones	y	las	conversaciones	se	reactivaron,	pero	cada	vez	con	mayor	participación	
ciudadana	y,	por	el	contrario,	con	más	tensiones	al	interior	de	los	participantes.	Las	
últimas	movilizaciones	fueron	convocadas	por	docentes	en	el	mes	de	febrero,	pero	
ya	no	contaron	con	participación	de	la	diversidad	de	sectores	que	antes	se	hicieron	
sentir	gracias	a	la	pluralidad	de	voces	e	iniciativas.	¿Triunfó	el	gobierno?	

En	una	mirada	de	corto	plazo,	efectivamente	el	gobierno	habría	logrado	des-
vanecer	la	protesta	social.	No	obstante,	los	procesos	políticos	en	Colombia	no	tie-
nen	el	carácter	disruptivo	que	tienen	en	otras	sociedades.	Como	hemos	visto,	de	
hecho,	las	mismas	políticas	neoliberales	no	se	aplicaron	en	nuestro	país	con	el	ca-
rácter	de	políticas	de	shock, como en otros países de América Latina, sino a través 
del	gradualismo.	Lo	mismo	ha	sucedido	con	el	proceso	de	declive	del	sistema	po-
lítico	(del	clientelismo).	El	contexto	inmediato	de	desarrollo	de	las	manifestaciones	
favoreció	al	gobierno,	pero	como	hemos	mencionado,	esta	es	apenas	una	de	las	
manifestaciones	de	una	crisis	orgánica	del	sistema	político	edificado	sobre	los	fac-
tores	que	hemos	expuesto	en	estas	páginas.	Esto	hace	que	buena	parte	de	la	ciu-
dadanía	ya	no	esté	dispuesta	a	tolerar	los	modos	de	apropiación	privada	de	lo	pú-
blico	y	es	cada	vez	más	crítica	de	la	ilegalidad	y	la	violencia	que	articula	estas	for-
mas	de	apropiación,	que	han	conducido	a	la	reproducción	del	autoritarismo	con	
elecciones,	que	hemos	descrito.	Ahora	bien,	el	hecho	de	que	estas	manifestacio-
nes	abran	la	posibilidad	de	profundizar	el	proyecto	democrático	también	depende	
de	cómo	se	gestionen	y	logren	las	articulaciones	necesarias	para	tal	fin;	esto	es,	de	
los	mismos	actores	que	han	participado	en	estos	procesos	y	su	capacidad	para	ne-
gociar	entre	sí	y	proyectar	políticamente	el	descontento.	Esto	significa	que	se	abre	
una	posibilidad	para	que	nuevos	actores,	de	izquierda	y	centro	que,	como	vimos	
vienen	de	un	proceso	de	ascenso	sin	precedentes	en	la	historia	de	Colombia,	im-
pulsen	un	proyecto	de	democratización	de	la	acción	política,	disputando	el	espa-
cio	de	las	redes	clientelares	en	los	ámbitos	locales,	regionales	y	nacionales,	que	

que	despertaron	las	movilizaciones.	Para	la	autora,	esto	abre	la	posibilidad	de	pensar	en	un	nuevo	
país,	construir	agendas	ciudadanas	de	corto	mediano	y	 largo	plazo,	para	 fortalecer	 la	democracia	
colombiana.	

29.	 Para	mayor	información	sobre	el	desarrollo	de	esta	“Conversación”	anunciada	por	el	gobierno,	ver:	
BBC,	2019b;	Semana, 2019;	AIL,	2019c;	El País,	2019.
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no	dudan	en	hacer	uso	de	la	violencia	para	sacar	del	camino	a	aquellos	que	desa-
fían	su	poder.	Por	ahora	esto	no	se	ve	tan	claro,	pues	las	mismas	dinámicas	de	de-
sarrollo	de	las	fuerzas	políticas	alternativas	se	han	caracterizado	por	el	faccionalis-
mo	y	el	personalismo.	

Los	movimientos	y	organizaciones	sociales	han	demostrado	capacidad	de	resis-
tencia	y	mucha	imaginación	y	creatividad	para	desnudar	al	poder	autoritario	de	los	
gobernantes.	Los	escándalos	de	corrupción,	el	asesinato	de	miles	de	líderes	socia-
les,	el	narcotráfico	y	la	violencia,	el	clientelismo,	junto	con	la	desigualdad	y	la	po-
breza	(los	temas	económicos	en	general),	se	han	convertido	en	parte	de	la	agenda	
ciudadana,	más	allá	de	los	movimientos	y	organizaciones	sociales	y	partidos	po-
líticos	alternativos.	Millones	de	ciudadanos	están	viendo	estos	problemas	como	la	
raíz,	con	múltiples	ramas,	de	lo	que	los	analistas	políticos	llaman	una	democracia	
deficitaria	y	nosotros	hemos	llamado	autoritarismo	con	elecciones.

Para	el	21	y	22	de	marzo,	se	habían	convocado	nuevas	marchas	y	las	expecta-
tivas	de	grandes	movilizaciones	estaban	vivas.	Los	escándalos	de	compra	de	votos	
para	el	presidente	Duque,	desatados	por	la	filtración	de	conversaciones	entre	un	
político	local	vinculado	con	el	narcotráfico	y	el	paramilitarismo	de	la	Costa	atlánti-
ca,	se	habían	sumado	a	la	larga	lista	de	motivos	para	el	descrédito	del	gobierno.	Un	
gobierno	que	por	encima	de	la	movilización	social	y	con	la	estrategia	del	desgaste,	
impuso	una	reforma	tributaria	que	le	otorgó	más	prerrogativas	a	las	grandes	empre-
sas	nacionales	y	extranjeras,	por	encima	del	bienestar	de	los	trabajadores.	Pero	en	
este	caso	también,	el	terrible	contexto	mundial	terminó	por	beneficiarlo,	por	ahora.	

A	mediados	de	marzo	se	desató	la	crisis	sanitaria	por	el	COVID-19,	con	las	con-
siguientes	medidas	de	aislamiento	social.	En	el	marco	de	estas	medidas,	la	informa-
ción	sobre	el	fraude	electoral	en	las	elecciones	de	2018,	los	vínculos	del	gobier-
no	y	sus	allegados	con	paramilitares	y	narcotraficantes,	no	ha	parado,	así	como	so-
bre	el	asesinato	de	líderes	sociales	que	no	se	detiene.	La	ciudadanía,	ha	asumido	
responsablemente	el	aislamiento,	incluso	por	encima	de	las	medidas	del	gobier-
no	que	también	ha	manejado	torpemente	la	crisis,	al	pensar	primero	en	la	econo-
mía	y	en	la	estabilidad	del	gran	capital	antes	que	en	los	ciudadanos.	Tendremos	
que	esperar	los	acontecimientos,	por	ahora,	para	ver	cómo	evoluciona	el	proyec-
to	democrático.	La	crisis	sanitaria	ha	mostrado	también,	en	su	rostro	más	aterra-
dor,	las	consecuencias	de	años	de	neoliberalismo	y	privatizaciones	que	han	dejado	
a	millones	de	seres	humanos	con	serias	dificultades	para	subsistir	en	un	ambien-
te	como	el	actual,	privados	de	derecho	a	servicios	dignos	de	salud.	Las	clases	me-
dias	han	visto	también,	con	mayor	claridad,	su	propia	vulnerabilidad,	derivada	de	
las	políticas	de	flexibilización	laboral	y	de	vivir	“al	debe”.	El	aislamiento	ha	hecho	
que	miles	de	pequeños	y	medianos	empresarios,	así	como	millones	de	trabajado-
res	de	contratos	por	prestación	de	servicios	vean	con	mucha	incertidumbre	el	futu-
ro	de	su	bienestar.	La	democracia	es	un	proyecto,	cuya	profundización,	está,	como	
nunca	en	juego.	
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